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TOCA CIVIL NÚMERO 4/2024.

EXPEDIENTE NUM: *********

JUICIO ORDINARIO CIVIL DE PAGO.

ACTOR: ******* ** ******

DEMANDADO: **** ***** ***** ********

MAGISTRADA  TITULAR:  MARIANA  DÁVILA
GOERNER.

QUINTA  SALA  DEL  TRIBUNAL  SUPERIOR  DE  JUSTICIA  DEL  ESTADO.  Cancún,
Quintana Roo, a ****** ** **** *** *** *** *** ************. 

VISTO: Para resolver el Toca Civil cuyos datos se citan al rubro, formado con motivo del
Recurso de Apelación interpuesto por el demandado Ciudadano  **** ***** ***** *******, en
contra de la sentencia definitiva de fecha ****** ** ****** *** *** *** *** **********, dictada por el
Juez Segundo Civil de Primera Instancia del Distrito Judicial de Cancún, Quintana Roo, y:

R E S U L T A N D O:

1. Que la sentencia en esta vía impugnada concluyó con los puntos resolutivos siguientes:

“…  PRIMERO.- Son fundadas las pretensiones de la  parte  actora respecto,  de la
acción ejercida en la vía Ordinaria Civil promovida por el ciudadano ******* ** *****, por
su propio y personal derecho, en contra del ciudadano **** ***** ***** ********   
SEGUNDO.- Se condena a la parte demandada al pago de la cantidad de ***********
*****  ******  *******  *  **  ***  ***********  *******  *  **  *****  ******  ******  **********  en
cumplimiento a la cláusula Quinta del contrato base, debiéndose tomar a cuenta la
cantidad  de  *******  ****  *****  *********  ***  **********  *****  ******  ******  **********  en
concepto de depósito a favor de la parte demandada.
TERCERO.- Se condena a la parte demandada al pago de gastos y costas por los
motivos expuestos en el último considerando. 
CUARTO.- Notifíquese  personalmente  a  las  partes  de  éste  Juicio  la  presente
Resolución para los efectos legales correspondientes y cúmplase.-…”

2. Inconforme  con  la  resolución  anterior,  la  parte  demandada  interpuso  el  recurso  de
apelación, mismo que previa su substanciación legal se dejó en estado de dictar sentencia,
la que ahora se pronuncia de acuerdo a los siguientes: 

C O N S I D E R A N D O S:

PRIMERO.- COMPETENCIA

Esta Quinta Sala del  Tribunal Superior de Justicia del Estado con sede en la ciudad de
Cancún,  Quintana  Roo,  es  competente  para  conocer  y  resolver  el  presente  asunto,  de
conformidad con los artículos 98 y 99 de la Constitución política del Estado Libre y Soberano
de Quintana Roo; 2 y 11 de la Ley Orgánica del poder Judicial del Estado de Quintana Roo,
y el acuerdo  TSJQROO/08/2023 del H. Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado
aprobado en la Sesión Ordinaria celebrada el veintidós de agosto del año dos mil veintitrés,
mediante el cual se abrogan diversos acuerdos de dicho órgano y se reorganizan las Salas
del  Tribunal  Superior  de  Justicia  del  Estado  de  Quintana  Roo,  por  virtud  del  cual  se
adscriben y readscriben a las Magistradas y Magistrados del Tribunal Superior de Justicia
del Estado a las Salas Unitarias del Tribunal Superior de Justicia del Estado, publicado en el
Periódico Oficial del Gobierno del Estado el día veintidós de agosto del mismo año. 

SEGUNDO.- EXPRESION DE AGRAVIOS

1.-  La  parte  recurrente  dentro  del  término  de  ley,  expresó  como  agravios  los  que  se
contienen en su escrito respectivo, el que no se transcribe y será tomado en consideración
con posterioridad en el cuerpo de la presente resolución, sin que ello depare perjuicio alguno
al  apelante  en  los  términos  de  la  Tesis  Jurisprudencial,  bajo  el  rubro:  “AGRAVIOS.  LA
FALTA DE TRANSCRIPCIÓN DE LOS MISMOS, EN LA SENTENCIA. NO CONSTITUYE
VIOLACIÓN DE GARANTÍAS. OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL
PRIMER CIRCUITO.” FUENTE: Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo
XII, Noviembre de 1993, Página: 288. 
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2.- Como se desprende de las constancias de autos, a las que en términos del artículo 406
del Código de Procedimientos Civiles Vigente en el  Estado,1 se les concede pleno valor
probatorio, la parte demandada inconforme con la determinación, hizo valer esencialmente
como agravios lo siguiente:

PRIMERO.- Que le causa agravio la sentencia impugnada, toda vez que el A Quo analiza y
resuelve de forma equivocada el presente juicio, que la sentencia es completamente ilegal y
violatoria de los derechos y garantías procesales del demandado; que el A quo de forma
incorrecta parte de la base de que está resolviendo sobre el cumplimiento de un contrato de
arrendamiento, alegando que es falso, que el Juez subsana el documento base de la acción,
puesto que no estamos ante el cumplimiento de un contrato de arrendamiento sino que es
un Convenio Transaccional, lo que es una violación al debido proceso y la garantía de su
seguridad  jurídica;  que  el  juzgador  de  forma  ilegal  subsana  y  equipara  el  convenio
transaccional a un contrato, por lo que los documentos y los fines perseguidos son distintos. 

Que el Juez debió analizar si el convenio se encontraba a pegado a la ley, y si el mismo fue
debidamente homologado ante Juez competente para tener efectos y validez jurídica; que el
Juez  parte  de  una base  infundada para  dictar  y  sustentar  su  resolución,  pues  basa  su
resolución en elementos provenientes del  cumplimiento a un contrato  de arrendamiento,
cuando no existe un contrato firmado por las partes, sino un convenio transaccional. 

Que el arrendador debió acudir a ejecutar el convenio homologado y no una acción de pago,
ni  mucho menos un cumplimiento de un contrato inexistente,  por lo que la vía y acción
correcta debió de ser la vía de apremio en ejecución de convenio y no la intentada, por lo
que en consecuencia es improcedente la vía y acción intentada; por lo que existe una falta
de motivación y fundamentación. 

Que el A Quo violó el proceso de dictado de sentencia al ser omiso en realizar un análisis
profundo y exhaustivo, desde la causa de pedir hasta la totalidad de las pruebas; por lo que
el Juez viola en su agravio los principios de legalidad, acceso a la justicia, así como a las
garantías judiciales contenidas en los artículos 14, 16 y 17 Constitucional, al omitir analizar
correctamente los documentos y pruebas exhibidos por la actora. 

SEGUNDO.-  Que el A Quo violó sus derechos contenidos en los artículos 280, 281, 290 y
291 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, ya que a su consideración no valoró
correctamente las pruebas ofrecidas por la actora, ya que de haber analizado correctamente
las pruebas hubiera concluido el improcedente el juicio.

Que el acto jurídico está viciado de conformidad con los artículos 135 y 138 del Código Civil,
por  lo  que  se  debe  atender  la  nulidad,  que  el  no  haberse  homologado  el  convenio
transaccional y adquirir la certeza de cosa juzgada, no se cumplió con las formalidades para
otorgarle  la  solemnidad  necesaria;  que  la  alteración  de  la  que  se  adolece  la  Comisión
Federal de Electricidad es anterior al negocio jurídico celebrado entre las partes, por lo que
no incurre en responsabilidad. 

Que  el  A  Quo  violó  lo  establecido  por  el  artículo  375,  376  y  377  del  Código  de
Procedimientos Civiles del Estado, al no tomar en consideración la presunción existente en
el presente juicio, con los ajustes de facturación que existe, considerando equivocadamente
la acreditación del incumplimiento de la parte demandada. 

Que el cumplió con sus obligaciones contenidas en el convenio, que, por causas imputables
a él, se alteró el equipo de medición eléctrica, ya que la alteración es de fecha anterior a
cuando ingresó al inmueble, que siempre pagó los consumos de luz, por lo que se extingue
la responsabilidad por ser este ajuste de facturación no imputable a él, tal y como lo dispone
el artículo 2448 del Código Civil.  

TERCERO.- Que el Juez violó en su perjuicio lo establecido en los artículos 164, 165, 166 y
167 del Código Civil, alegando que las cláusulas deben de ser interpretadas en un sentido
literal,  que él  se  obligó  a  cubrir  los  gastos  que  se  generaran  por  consumo de  energía
eléctrica, pero que en ninguna parte de la cláusula del convenio base de la acción se obligó
a cubrir ajustes de facturación derivados de un equipo de medición alterado con anterioridad
a que el celebrara el negocio jurídico; que no existe incumplimiento alguno por parte de él a
las cláusulas del convenio.

CUARTO.- Que el  A Quo omitió valorar  los elementos y condiciones necesarias para la
procedencia de la acción; que la litis se genera través de un ilícito que no constituye un
delito, por lo que al no constituirse como tal,  debe atender si el reclamo del actor había
prescrito, por lo que A Quo no hizo el estudio pertinente del artículo 2463 del Código Civil,
ello por haber transcurrido en exceso el  término de un año contados a partir  de que la
obligación podía exigirse para pedir  su cumplimiento; que el ajuste de facturación es de

1
1 Artículo 406.- Las actuaciones judiciales hacen prueba plena.
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fecha 20 de octubre del 2020 y la demanda fue presentada el 03 de agosto del 2022, por lo
que claro que había transcurrido más de un año, por lo que era evidente que la acción
estaba prescrita y no era exigible. 

QUINTO.- Que el A Quo violenta lo establecido en los numerales 14 Constitucional y 74 y 75
del  Código  de  Procedimientos  Civiles  del  Estado,  siendo  la  sentencia  imprecisa  e
incongruente, que el Juez analizó medularmente los elementos de un contrato cuando el
documento  base  de  la  acción  es  un  convenio  transaccional  que  no  fue  homologado  ni
elevado a categoría de cosa juzgada.   

TERCERO.- PRONUNCIAMIENTO

En primer término, es preciso mencionar que los artículos 593 y 594 fracción I del Código
de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana Roo2, en esencia establecen que el
recurso de apelación es un medio de impugnación de las resoluciones judiciales, que tiene
por objeto que el Superior revoque o modifique la resolución del inferior, atendiendo a los
agravios expresados por el apelante; y que puede apelar el litigante condenado en el fallo si
creyere haber recibido algún agravio, los terceros que hayan salido al juicio, y los demás
interesados a quienes perjudique la resolución judicial.

De la interpretación sistemática de los preceptos transcritos se colige que el  objeto del
recurso  de  apelación  consiste  en  revisar  la  legalidad  de  los  acuerdos  de  trámite  y
resoluciones dictados por los Jueces de Primera Instancia, a fin de subsanar las posibles
irregularidades  en  ellos  cometidas,  así  como de  verificar  que  hayan sido  dictados  con
estricto apego a derecho, en atención a los agravios expresados por la parte recurrente.

Ahora  bien,  y  a  efecto  de  dar  respuestas  a  las  manifestaciones  vertidas,  es  necesario
precisar lo que se entiende por convenio y contrato.

 Convenio.- es el acuerdo de dos o más personas para crear, transferir, modificar o
extinguir obligaciones, respecto de ambas partes o de una de ellas.

 Contrato.- es el acuerdo de dos o más personas al igual que en el convenio, pero
en este caso el acuerdo de voluntades se da para producir o transferir obligaciones y
derechos; es decir, el contrato es un documento suscrito entre dos o más partes que
se comprometen legalmente sobre una cosa determinada. 

Ahora bien, esta Autoridad procede a dar contestación a los argumentos hecho valer por el
apelante, de los cuales por técnica jurídica se dará contestación en un orden diverso al que
se manifestaron, esto con el fin de llevar un orden coherente y/o progresivo de los referidos
argumentos. 

Del  estudio  integral  de  la  determinación  combatida,  las  constancias  de  autos  y  de  los
agravios vertidos por la recurrente sintetizados en líneas que preceden y dada la íntima
relación de los motivos de disenso de los agravios primero, tercero y quinto, los mismos
se estudiaran en conjunto, sin que esto le cause perjuicio alguno a la inconforme; en razón
de que los hace valer en el mismo sentido. 

Por consiguiente el recurrente, esencialmente alega que el juzgador subsanó el documento
base  de  la  acción,  ya  que  a  su  consideración  este  no  se  trata  de  un  contrato  de
arrendamiento sino de un Convenio Transaccional, y que no existe incumplimiento alguno
por parte de él a las cláusulas del convenio. 

 A lo anteriormente expuesto, es de indicarle que tales agravios son infundados, esto en
razón de que primeramente, del análisis integral que esta autoridad realizó al documento
base de la acción, se puede observar que si bien este fue denominado como Convenio
Transaccional  de Desocupación y Entrega, también no menos cierto  lo  es,  que,  de las
cláusulas  contenidas  en  el  mismo,  se  advierte  que  una  de  las  partes  concedió
temporalmente a la otra el uso y goce de un bien, a cambio de un precio cierto y en dinero,
que el ocupante pagaría al propietario periódicamente, mientras durara el uso y goce del
bien ahí descrito, lo cual, en términos del artículo 2676 de la Ley Sustantiva aplicable3, es

2
“…Artículo 593.- El recurso de apelación es un medio de impugnación de las resoluciones  judiciales,  que tiene por objeto que el  Superior revoque o

modifique la resolución del inferior, atendiendo a los agravios expresados por el apelante…”

“…Artículo 594.- Pueden apelar:

I.- El litigante condenado en el fallo si creyere haber recibido algún agravio,  los terceros  que hayan salido al  juicio, y los demás interesados a quienes

perjudique la resolución judicial…”
3 Artículo 2676.- El arrendamiento es el contrato por el cual una persona concede temporalmente a otra el uso y en ocasiones también el goce de un bien, a

cambio  de un precio  cierto,  en dinero  o  en especie,  que el  arrendatario  pagará  al  arrendador  periódicamente  y  mientras  dura  ese uso o  ese goce.  El

arrendamiento de bienes muebles no puede exceder de cinco años; de diez el de fincas destinadas a habitación o a fines agrícolas o ganaderos; de quince el

de fincas destinadas al comercio o a despachos, oficinas o consultorios de profesionales, y de veinte el de inmuebles destinados al ejercicio de una industria.

Todos estos plazos pueden ser renovados por períodos que en ningún caso excedan, en cada renovación, de los límites fijados a cada uno de los mencionados

tipos de arrendamiento.
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indiscutible  que  se  trata  de  un  Contrato  de  Arrendamiento  y  no  de  un  Convenio
Transaccional, ya que el objeto de este tipo de convenios, es terminar con una controversia
presente o prevenir una futura, en el que las partes se hacen reciprocas concesiones y una
de ellas sacrifica algún derecho o pretensión, tal y como lo prevé el artículo 3134 de la
citada ley4; por lo tanto la denominación que se le haya dado al contrato, no interfiere en el
estudio de la acción promovida por la actora, además que quedó en evidencia la voluntad
de ambas partes al celebrar el contrato; dando así certeza jurídica de que ambas partes
consintieron el contenido del mismo.  

Por cuanto a lo manifestado por el recurrente en el sentido de que no incumplió con lo
pactado en el contrato basal, es de indicarle que es infundado lo aducido, esto de acuerdo a
lo que disponen los preceptos legales 283 y 284 del Código Procesal aplicable5, pues los
principios contenidos en tales artículos, pone en evidencia que corresponde a las partes en
el juicio, la carga de aportar y poner a disposición del juzgador todos los elementos de
convicción necesarios para acreditar sus acciones y defensas, y de las constancias que
obran en autos, no se advierte que el demandado haya aportado prueba alguna, con la que
acredite lo manifestado, pues incluso mediante auto de fecha catorce de marzo del año dos
mil veintitrés, se le tuvo por precluido su derecho a ofrecer pruebas, toda vez que no se
advirtió que haya ofrecido prueba alguna a su favor, en el término concedido para ello. 

En relación a lo que alega en su segundo agravio, respecto a que el juzgador no valoró
correctamente las pruebas ofrecidas en el presente juicio, que el acto jurídico está viciado
de conformidad con el articulo 135 y 138 del Código Civil aplicable, por lo que a su parecer
se debió de atender la nulidad del mismo; al respecto, es de decirse que su agravio es
infundado, en primer lugar porque como ya se mencionó en el párrafo que precede, la parte
recurrente no ofreció prueba alguna para desvirtuar la acción promovida por la parte actora,
lo que hizo que precluyera su derecho para ello; así como también de la contestación de la
demanda no se advierte que haya invocado la nulidad del documento basal, por lo que no
es obligación del  juzgador tomar en consideración cuestiones que no fueron expuestas
durante la secuela procesal del presente juicio; es decir no se puede pronunciar respecto a
puntos que no formaron parte de la litis,  tal  y como lo prevé el  numeral  74 del  Código
Procesal aplicable; asimismo, por cuanto a la valoración de las pruebas ofrecidas por la
parte  actora,  de  la  resolución  impugnada  se  advierte  que  estas  fueron  debidamente
relacionadas y valoradas por  el juzgador, dándoles el valor probatorio correspondiente a
cada una de las pruebas que fueron exhibidas, en términos de los artículos 331, 404, 407 y
412 del código antes mencionado6.  

Ahora bien, el inconforme alega que siempre cumplió con sus obligaciones contenidas en el
convenio y que siempre pago los consumos de luz; sin embargo en términos del artículo
283 del Código Adjetivo7, en el presente sumario no se advierte que la parte demandada
justifique lo alegado; sino por el contrario de su escrito de contestación a la demanda el
reconoce que existe un adeudo ante la Comisión Federal de Electricidad, mismo que se
generó durante el tiempo que habitó el inmueble objeto del contrato base de la acción; por
lo que atendiendo  a los principios procesales “da mihi  factum dabo tibi  ius” (dame los
hechos que yo te daré el derecho) y al no existir medio de convicción alguna en el cual la
parte demandada acredite haber realizado los pagos respecto de dicho adeudo, es que el
juzgador  en  base  a  los  hechos  probados,  declaró  procedente  la  acción  promovida,
resultando en consecuencia infundado el agravio a estudio. 

Por cuanto a lo alegado en el cuarto agravio, es de indicarle que el mismo es infundado,
esto toda vez que de las constancias que obran en autos, no se advierte que el recurrente
haya invocado la prescripción de la acción promovida por la actora,  luego entonces en
atención al principio dispositivo,  el juzgador no está obligado a pronunciarse respecto a
cuestiones que no fueron sometidas a su conocimiento, pues al ser esta de litis cerrada el
4 Artículo 3134.- La transacción es un contrato por el cual las partes, haciéndose recíprocas concesiones, terminan una controversia presente o previenen una

futura. En cualquiera de ambos casos la transacción debe constar por escrito, que los contratantes deben ratificar en la presencia del Juez o tribunal de los

autos cuando mediante ella se pone fin a una contienda judicial.
5 Artículo 283.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el demandado de sus excepciones.

Artículo 284.- El que niega sólo será obligado a probar: I.- Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho; II.- Cuando se desconozca la

presunción legal que tenga en su favor el colitigante; III.- Cuando se desconozca la capacidad; IV.- Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.
6 Artículo 331.- Los documentos privados y la correspondencia procedentes de uno de los interesados, presentados en juicio por vía de prueba y no objetados

por la parte contraria,  se tendrán por admitidos y surtirán sus efectos como si hubieren sido reconocidos expresamente.  Puede exigirse el reconocimiento

expreso si el que los presenta así lo pidiere; con este objeto se manifestarán los originales a quien deba reconocerlos y se les dejará ver todo el documento, no

sólo la firma.

Artículo 404.- Los instrumentos públicos no se perjudicarán en cuanto a su validez por las excepciones que se aleguen para destruir la acción que en ellos se

funde.

Artículo 407.- Los documentos privados sólo harán prueba plena, y contra su autor, cuando fueren reconocidos legalmente. En el reconocimiento expreso de

documentos privados es aplicable lo dispuesto en las fracciones I y II del artículo 395.

Artículo 412.- Las fotografías, copias fotostáticas, y demás pruebas científicas quedan a la prudente calificación del juez. Las copias fotostáticas sólo harán fe

cuando estén certificadas.
7 Artículo 283.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el demandado de sus excepciones.
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primigenio únicamente está obligado a emitir su sentencia de acuerdo a lo legado y probado
en autos, respetando siempre los términos en los que se formuló la litis, sin poder hacer
valer hechos diversos;  por lo que, en el fallo impugnado esta autoridad advierte que el
juzgador únicamente proveyó de acuerdo a lo que se pidió, conforme a los hechos que le
alegaron y a los elementos que le generaron convicción;  esto de conformidad a lo que
dispone  el  artículo  74  del  Código  Procesal  aplicable  con  apoyo  en  la  siguiente
Jurisprudencia de rubro y texto. 

“DEFENSA  ADECUADA.  NO  PUEDE  ANALIZARSE  COMO  VIOLACIÓN
PROCESAL EN ASUNTOS QUE SE RIGEN POR EL PRINCIPIO DE ESTRICTO
DERECHO.  Hechos: En un juicio oral mercantil  sobre vencimiento anticipado de
contrato  de apertura  de crédito  simple,  se  condenó al  demandado.  Inconforme,
promovió juicio de amparo directo en el que adujo, entre otras cuestiones, que no
tuvo una defensa adecuada porque sus autorizados no comparecieron a todas las
audiencias.  El  Tribunal  Colegiado de Circuito del  conocimiento negó el  amparo,
para lo cual analizó el  argumento de falta de defensa adecuada como violación
procesal  y  lo  declaró  inoperante  al  no  haberse  precisado  su  trascendencia  al
resultado del  fallo.  Contra  esta  sentencia  la  parte  quejosa interpuso recurso de
revisión. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación considera que en asuntos que se rigen por el principio de estricto derecho
como son  los  de  materia  mercantil,  la  vulneración  al  derecho  a  una  adecuada
defensa  no  puede  analizarse  como  violación  procesal,  pues  el  mismo  ha  sido
reconocido únicamente para las personas imputadas dentro de un procedimiento
penal instaurado en su contra. Justificación: La doctrina respecto al derecho a una
adecuada  defensa  ha  sido  amplia  y  exhaustivamente  desarrollada  por  esta
Suprema Corte de Justicia de la Nación, destacando la trascendental importancia
del reconocimiento de este derecho para las personas sujetas a un procedimiento
penal. En ese sentido, se ha establecido que para dotar de contenido normativo a la
faceta material del derecho a la defensa adecuada, el órgano jurisdiccional durante
el procedimiento penal se encuentra constreñido a vigilar que ese derecho no se
torne ilusorio a través de una asistencia jurídica inadecuada. Sin embargo, en los
asuntos que forman parte  del  derecho privado,  como lo  son  los  civiles y
mercantiles que  se rigen por el principio dispositivo y son de litis cerrada, la
intervención  oficiosa  del  órgano  jurisdiccional  está  restringida  al  análisis  de
cuestiones estrictamente relacionadas con la procedencia de la acción, de aquellas
excepcionalmente consideradas indispensables por el legislador para que el actor
obtenga sentencia favorable, o bien, a las relativas al ejercicio del control difuso de
constitucionalidad;  ello,  en  aras  de  contribuir  a  la  imparcialidad  que  la  persona
juzgadora debe guardar en el procedimiento.8

En estas condiciones, no habiendo más agravios que analizar, esta Autoridad determina
que es apegado a derecho CONFIRMAR la determinación en esta vía impugnada. 

Por lo expuesto y fundado, es de resolverse y se: 

R E S U E L V E

PRIMERO.- Se CONFIRMA la resolución en esta vía impugnada. 
SEGUNDO.- Remítase copia autorizada de esta resolución al juzgado de origen, para los
efectos  precisados  en  el  último  considerando  de  esta  sentencia;  y  en  su  oportunidad
devuélvase el expediente original y archívese el toca como asunto concluido.
TERCERO.- NOTIFÍQUESE POR LISTA ELECTRÓNICA Y CÚMPLASE.  Así  lo  resolvió
manda y firma la Licenciada MARIANA DAVILA GOERNER, Magistrada Numeraria Titular de
la Quinta Sala del Tribunal Superior de Justicia del Estado, ante la Secretaria de Acuerdos
de la Sala, Licenciada MARTHA GUADALUPE CERVERA LÓPEZ, quien autoriza y da fe.-
DOY FE.-

8 Registro  digital:  2028620,  Instancia:  Primera Sala,  Undécima Época,  Materias(s):  Civil  Tesis:  1a./J.  77/2024 (11a.),  Fuente:  Semanario  Judicial  de la

Federación. Tipo: Jurisprudencia
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Todos  los  textos  eliminados  en  esta  versión  pública  corresponden  a
información confidencial en su vertiente de datos personales y/o sensibles
(nombres de las partes, estado civil, lugar de nacimiento, domicilio, edades y
datos  de  localización  de  los  inmuebles  entre  otros).  En  términos  de  lo
previsto en los artículos 126, 127, 129 y 137 de la Ley de Transparencia y
Acceso a la Información Pública para el Estado de Quintana Roo y 116 la
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
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